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SENTENCIA 
 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

-I- 

Al examinar la naturaleza y procedencia del caso de autos, el 

recurso de certiorari presentado ante nuestra consideración será 

acogido como una apelación, aunque conservará la clasificación 

alfanumérica asignada por la Secretaría de este Tribunal. 

Comparece la señora Carmen Rivera Seijo (Sra. Rivera Seijo), 

su esposo William A. Ríos Piñeiro y la Sociedad Legal de 

Gananciales compuesta por ambos y solicitan que revoquemos la 

Sentencia emitida el 19 de mayo de 2016 y notificada el 24 de igual 

mes y año por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

Utuado (TPI).  En su determinación, el Foro primario desestimó la 

demanda de daños y perjuicios presentada por la parte apelante en 

contra del Municipio de Utuado.  
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Examinada la comparecencia de las partes1, la totalidad del 

expediente, así como el estado de derecho aplicable, procedemos a 

resolver el presente caso mediante los fundamentos que 

expondremos a continuación.    

-II- 

El 8 de abril de 2011, la parte apelante presentó una 

demanda en daños y perjuicios en contra del Municipio de Utuado 

y su aseguradora Acosta Adjustment, Inc.  Alegó que el 10 de abril 

de 2010, mientras la Sra. Rivera Seijo se encontraba caminando, 

cayó en un hoyo en el estacionamiento del Parque Ramón Cabañas 

del pueblo de Utuado y que a consecuencia de la caída, se le 

diagnosticó trauma y dislocación en el hombro derecho y una 

laceración en la pierna izquierda.  Por lo cual, solicitó 

indemnización en concepto de sufrimientos y angustias mentales, 

así como daños físicos.    

El 31 de octubre de 2011 el Municipio de Utuado presentó 

su contestación a la demanda.  Negó los hechos y su 

responsabilidad por los daños.  Entre las defensas afirmativas 

invocadas, alegó que la caída de la Sra. Rivera Seijo se debió a su 

propia culpa y negligencia y que éste no tenía jurisdicción ni le 

correspondía el mantenimiento del área donde sucedió el alegado 

incidente. 

Luego de varios trámites procesales, el 23 de noviembre de 

2015 y 26 de febrero de 2016 se celebró el juicio en su fondo, al 

cual comparecieron ambas partes con sus respectivas 

representaciones legales.  Como parte de la prueba testifical de la 

parte demandante, se presentó el testimonio de la Sra. Rivera 

Seijo, la Sra. Carmen Ríos Piñeiro, el Sr. William A. Ríos Piñeiro y 

el Dr. Jaime F. Fumero Pérez.  Por su parte, el Municipio de 

                                                 
1 El 22 de julio de 2016 el Municipio de Utuado compareció mediante su 

correspondiente alegato en oposición.  
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Utuado no presentó testigos.   Luego de aquilatar la prueba 

testifical, así como la prueba documental el TPI emitió las 

siguientes determinaciones de hechos:     

.      .      .      .      .       .       .      . 
 
1. El 10 de abril de 2010, la demandante sostuvo una 

caída cuando caminaba por un área adyacente al 
estacionamiento del parque Ramón Cabañas del pueblo 
de Utuado.  
 

2. La demandante, era al momento de los hechos y es 
actualmente residente del Municipio de Utuado.  

 
3. La señora Rivera Seijo solía caminar con frecuencia en 

el Parque Ramón Cabañas ubicado en el Municipio de 
Utuado.  
 

4. El área donde la demandante se accidentó fue en un 
área verde en el estacionamiento que no era un área de 
uso peatonal.  
 

5. La señora Carmen Ríos Piñeiro, testigo de la 
demandante, no vio como ocurrió la caída por 
encontrarse más atrás caminando y conversando con la 
nieta de la demandante. 
 

6. La parte demandante falló en establecer o presentar 
evidencia que sustentara la existencia de una condición 
peligrosa en el área donde la demandante identificó 
como el lugar donde este sufrió una caída.  
 

7. La parte demandante falló en establecer o presentar 
evidencia de daños relacionados a dicha caída, y el Dr. 
Jaime F. Fumero Pérez confirmó que la cirugía que 
realizara tres años luego de la caída no estaba 
relacionada a la misma.  

 
.      .      .      .      .       .       .      . 

 
A base de lo anterior, el TPI concluyó que la parte apelante 

no produjo prueba alguna que confirmara la alegada condición de 

peligrosidad o que el Municipio de Utuado tuviera conocimiento de 

dicha condición.  A su vez, dispuso que no se presentó prueba 

respecto a que el Municipio de Utuado tuviera algún grado de 

responsabilidad por el incidente sufrido por la Sra. Rivera Seijo y 

tampoco se estableció que los alegados daños sufridos por ésta 

fueran a consecuencia de su alegada caída.  Por lo cual, desestimó 

con perjuicio la demanda presentada por la parte apelante. 
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Inconforme, la Sra. Rivera Seijo, su esposo William A. Ríos 

Piñeiro y la Sociedad Legal de Gananciales compuesta por ambos 

acudieron ante este Tribunal de Apelaciones argumentando la 

comisión del siguiente error: 

1. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia, 
Sala Superior de Utuado, en desestimar la demanda 
en contra del Municipio de Utuado, basándose en 
que no se presentó evidencia alguna, ni prueba 
documental alguna que llevara al Tribunal de 
Primera Instancia, a encontrar que el Municipio de 
Utuado o sus empleados deben ser 

responsabilizados por los daños sufridos por la 
demandante.   

 

-III- 

 
-A- 

 

Como regla general, un tribunal apelativo no debe intervenir 

con las determinaciones de hechos ni con la adjudicación de la 

credibilidad que haya efectuado el juzgador de los hechos.  Serrano 

Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 DPR 717, a la pág. 741 (2007); Rolón 

v. Charlie Car Rental, Inc., 148 DPR 420, a la pág. 433 (1999).  Esto 

es, los tribunales apelativos deben mantener la deferencia para con 

la apreciación de la prueba que realiza el Tribunal de Primera 

Instancia.  McConnell v. Palau, 161 DPR 734, a la pág. 750 (2004).  

Esta deferencia hacia el Tribunal de Primera Instancia se debe a 

que el juzgador es quien observa, y escucha a los testigos, por lo 

que, de ordinario, está en mejor posición para aquilatar la prueba 

testifical desfilada.  Argüello v. Argüello, 155 DPR 62, a la pág. 79 

(2001).  

En vista de esta deferencia, el Tribunal de Apelaciones no 

intervendrá con la apreciación de la prueba reflejada en las 

determinaciones de hechos del Tribunal de Primera Instancia, en 

ausencia de circunstancias extraordinarias o indicios de pasión, 

perjuicio o parcialidad, o que cometió un error manifiesto.  Ramos 

Milano v. Wal-Mart, 168 DPR 112, a la pág. 121 (2006).  Una 
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apreciación errónea de la prueba no tiene credenciales de 

inmunidad frente a la función revisora de un tribunal apelativo.  

Vda. de Morales v. De Jesús Toro, 107 DPR 826, a la pág. 829 

(1978). 

Debemos enfatizar, que la norma de deferencia judicial no 

abarca la evaluación de prueba documental o pericial, debido a 

que en estos casos el foro apelativo está en las mismas condiciones 

que el TPI.  Por tal razón, los tribunales apelativos pueden adoptar 

su propio criterio en cuanto al valor probatorio de ese tipo de 

prueba.  Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69, a la pág. 79 (2004). 

Sin embargo, si el análisis integral de la prueba refleja que 

las conclusiones del tribunal a quo están en conflicto con el 

balance más racional, justiciero y jurídico de la totalidad de la 

evidencia recibida, éste ha cometido un error manifiesto.  Rivera 

Pérez v. Cruz Corchado, 119 DPR 8, a la pág. 14 (1987);  Ramos 

Acosta v. Caparra Dairy, Inc., 113 DPR 357, a la pág. 365 (1982). 

Ahora bien, un tribunal apelativo no puede dejar sin efecto 

una sentencia cuyas conclusiones encuentran apoyo en la prueba 

desfilada.  Sánchez Rodríguez v. López Jiménez, 116 DPR 172, a la 

pág. 181 (1985);  Pérez Cruz v. Hosp. La Concepción, 115 DPR 721, 

a la pág. 728 (1984).  No obstante, está claro que el arbitrio del 

juzgador de hechos es respetable, más no absoluto.  Por eso, una 

apreciación errónea de la prueba no tiene credenciales de 

inmunidad frente a la función revisora de un tribunal apelativo.  

Rivera Pérez v. Cruz Corchado, supra, a las págs. 13-14. 

Por ello, aunque la apreciación de la prueba que realiza el 

TPI merece nuestra deferencia, esta última cede, y procede 

intervenir con dicha apreciación, cuando un balance racional, 

justiciero y jurídico de la totalidad de la prueba y de los 

documentos que obran en autos nos dirigen hacia un resultado 
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distinto al obtenido por el foro sentenciador.  Negrón Rivera y 

Bonilla, Ex Parte, 120 DPR 61, a la pág. 71 (1987).  

 
-B- 

En nuestro ordenamiento evidenciario, en los casos de 

naturaleza civil, la determinación del juzgador se hará mediante la 

preponderancia de la prueba a base de criterios de probabilidad.  

Regla 110 (f) de las Reglas de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 110 (f).  

El peso de la prueba recae sobre la parte que resultaría vencida de 

no presentarse evidencia por alguna de las partes.  Regla 110 (a) 

de las Reglas de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 110 (a).  La 

obligación de presentar evidencia recae primeramente sobre la 

parte que sostiene la afirmativa en el asunto en controversia.  

Regla 110 (b) de las Reglas de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 110 

(b).  Por ello, en casos de naturaleza civil, la regla general es que la 

obligación de presentar evidencia y persuadir al juzgador de la 

existencia de los elementos esenciales de una obligación recae 

sobre el demandante.  Rivera Figueroa v. The Fuller Brush Co., 180 

DPR 894, a la pág. 913 (2011); Diaz v. Wyndham Hotel Corp., 155 

DPR 364, a la pág. 385 (2001).  

-C- 

La teoría de daños y perjuicios basada en el Art. 1802 del 

Código Civil, 31 LPRA sec. 5141, establece que el que por acción u 

omisión cause daño a otro, mediando culpa o negligencia, está 

obligado a reparar el daño causado.  Fraguada Bonilla v. Hosp. 

Aux. Mutuo, 186 DPR 365, a la pág. 374 (2012); Cintrón Adorno v. 

Gómez, 147 DPR 576, a la pág. 598 (1999).  Para hacer una 

reclamación bajo dicho precepto es necesario que concurran los 

siguientes elementos: (1) un acto u omisión negligente o culposa; 

(2) el daño; y (3) la relación causal entre el acto u omisión culposo 

o negligente y el daño sufrido.  Nieves Díaz v. González Massas, 
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178 DPR 820, a la pág. 843 (2010); Pons v. Engebretson, 160 DPR 

347, a la pág. 354 (2003); Elba A.B.M. v. U.P.R., 125 DPR 294, a la 

pág. 308 (1990). 

Con relación al primer requisito, el Tribunal Supremo ha 

expresado que el concepto “culpa” del Art. 1802 del Código Civil, 

supra, es tan amplio y abarcador como suele ser la conducta 

humana e incluye cualquier falta de una persona que produce un 

mal o daño.  Nieves Díaz v. González Massas, supra.  Ahora bien, 

esta culpa o negligencia consiste en la omisión de aquella 

diligencia que exija la naturaleza de la obligación y que 

corresponda a las circunstancias de las personas, del tiempo y del 

lugar.  La diligencia exigible en estos casos es la que le 

correspondería ejercer a un buen padre de familia o un hombre 

prudente y razonable.  Nieves Díaz v. González Massas, supra, a la 

pág. 844; Elba A.B.M. v. U.P.R., supra, a la pág. 309. 

Este deber de cuidado consiste en la obligación de todo ser 

humano de anticipar el peligro de ocasionar daños, cuya 

probabilidad es razonablemente previsible.  Nieves Díaz v. González 

Massas, supra, a la pág. 844; López v. Dr. Cañizares, 163 DPR 119, 

a la pág. 132 (2004).  La determinación de si hubo negligencia se 

fundamenta en la consideración objetiva de lo que hubiese podido 

anticipar o prever un hombre prudente y razonable bajo idénticas 

circunstancias.  Nieves Díaz v. González Massas, supra.  Este 

deber de anticipar y evitar la ocurrencia de un daño, cuya 

probabilidad es razonablemente previsible, no se extiende a todo 

riesgo posible.  López v. Dr. Cañizares, supra, a la pág. 133; 

Montalvo v. Cruz, 144 DPR 748, a la pág. 756 (1998).  Lo medular 

es que se pueda prever en forma general las consecuencias de 

determinada acción o inacción.  Montalvo v. Cruz, supra. 

Por su parte, el elemento de previsibilidad se encuentra 

relacionado con el requisito de nexo causal.  Es menester señalar 
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sobre este particular que en nuestra jurisdicción rige la doctrina de 

causalidad adecuada, la cual postula que no es causa toda 

condición sin la cual no se hubiera producido el resultado, sino la 

que ordinariamente lo produce según la experiencia general.  

Nieves Díaz v. González Massas, supra, citando a Jiménez v. 

Pelegrina Espinet, 112 DPR 700, a la pág. 704 (1982) y Soc. de 

Gananciales v. Jerónimo Corp., 103 DPR 127, a la pág. 134 (1974); 

Ramos Milano v. Wal-Mart, supra, a la pág. 120.  La relación 

causal, elemento imprescindible en una reclamación por daños y 

perjuicios, es un elemento del acto ilícito que vincula al daño 

directamente con el hecho antijurídico.  Nieves Díaz v. González 

Massas, supra, a las págs. 844-845.  En fin, para determinar cuál 

fue la causa del daño, el demandante tiene que probar que la 

omisión del demandado fue la que con mayor probabilidad 

ocasionó el perjuicio reclamado.  Ramos Milano v. Wal-Mart, supra, 

a la pág. 120. 

De otra parte, el concepto de daño ha sido definido como 

“todo aquel menoscabo material o moral que sufre una persona ya 

en sus bienes vitales naturales, ya en su propiedad o en su 

patrimonio, causado en contravención a una norma jurídica y por 

el cual ha de responder otra”.  Santini Rivera v. Serv. Air, Inc., 137 

DPR 1, a la pág. 7 (1994).  Véase, además, Nieves Díaz v. González 

Massas, supra, a la pág. 845. 

En cuanto a la responsabilidad de los municipios por la 

condición de sus aceras, a éstos se les exige que mantengan sus 

calles y aceras en condiciones de razonable seguridad.  Ello no 

quiere decir que tienen que mantenerlas en un estado perfecto, ni 

ser un asegurador absoluto de la seguridad de todo peatón.  Pérez 

v. Municipio de Lares, 155 DPR 697, a las págs. 711-712 (2001); 

Oliver v. Municipio de Bayamón, 89 DPR 442, a la pág. 444 (1963).  

Sin embargo, el incumplimiento de los municipios con dicho deber 
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constituye negligencia y, bajo los hechos apropiados, deberán 

responder por los daños que sufra una persona a causa de las 

obstrucciones y defectos de sus calles o aceras.  Del Toro v. 

Gobierno de la Capital, 93 DPR 481 (1996). 

 

-IV- 

La parte apelante plantea que el TPI erró al desestimar su 

demanda en contra del Municipio de Utuado al resolver que no se 

presentó prueba alguna que llevara al Foro de Instancia a 

encontrar que éste y sus empleados debían ser responsabilizados 

por sus alegados daños sufridos. 

Cabe destacar que el recurso ante nuestra consideración 

quedó sometido sin el beneficio de la exposición narrativa o la 

transcripción de la prueba oral que requiere nuestro Reglamento.  

Véase: Reglas 19, 20, 76 y 76.1 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B.  Tomando en consideración que el 

alcance de la revisión judicial está limitado por el principio de que 

las determinaciones de hechos basadas en el testimonio oral no se 

dejarán sin efecto a menos que sean claramente erróneas, y se le 

dará la debida consideración a la oportunidad que tuvo el tribunal 

sentenciador para juzgar la credibilidad de los testigos, nos vemos 

en la obligación de abstenernos de variar dichas determinaciones.  

A la parte apelante le corresponde apartarnos de la deferencia que 

le otorgamos al TPI, quien ve, escucha y aprecia la prueba 

presentada.  En ausencia de circunstancias extraordinarias, o de 

indicios de pasión, perjuicio, parcialidad o error manifiesto, la 

apreciación de la prueba del Foro de Instancia, merece deferencia 

por parte de este Tribunal de Apelaciones.  Ramos Milano v. Wal-

Mart, 168 DPR 112, supra, a la pág. 121.    

En el presente caso, la prueba desfilada demostró que la Sra. 

Rivera Seijo sufrió una caída en un área verde en el 
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estacionamiento del Parque Ramón Cabañas del Municipio de 

Utuado, que no era para uso peatonal.  Asimismo, el Tribunal de 

Instancia resolvió que ésta no pudo demostrar mediante 

preponderancia de la prueba, la alegada condición de peligrosidad 

que ocasionó su caída ni mucho menos que el Municipio de 

Utuado o alguno de sus empleados tuvieran algún grado de 

responsabilidad por la misma.  Además, dispuso que no se 

presentó prueba a los efectos de demostrar que los alegados daños 

sufridos estuvieran relacionados a dicha caída.  A esos fines, el Dr. 

Jaime F. Fumero Pérez, testigo de ocurrencia de la parte apelante, 

testificó que la condición por la que intervino con la Sra. Rivera 

Seijo no tenía relación alguna con la caída. 

Así pues, al no presentarse una exposición narrativa o 

transcripción estipulada de la prueba oral, no existe justificación 

alguna para que descartemos la apreciación de los hechos que hizo 

el Foro a quo, cuando fue éste quien tuvo la oportunidad de tener 

contacto directo con los testigos y el resto de la prueba en el caso.  

La parte apelante no nos colocó en posición de determinar que el 

TPI actuó con pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto al 

arribar a su determinación.  

 

-V- 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

Sentencia dictada por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Utuado. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


